ALGUNAS RESOLUCIONES DEL TRIBUNAL DE DEFENSA DE LA COMPETENCIA Y ALGUNAS SENTENCIAS EN RELACION A LAS MISMAS.
Resolución (Expte. 444/98 Colegio de Arquitectos Vasco-Navarro) 

Resolución que encuentra su origen en denuncia de la PROMOTORA URAL-2 contra el COLEGIO DE ARQUITECTOS VASCO-NAVARRO (COAVN) basada en supuesta conducta prohibida por la LDC consistente en la negativa por parte de dicho Colegio a la entrega de visados en tanto no se abonasen los honorarios correspondientes a trabajos realizados anteriormente por otros colegiados en la misma obra. En el Pliego de Concreción de Hechos, el Servicio de Defensa de la Competencia tipifica tal conducta como contraria al artículo 6.2.e) de la LDC puesto que entiende que el COAVN goza de una indiscutible posición de dominio que puede traducirse en un abuso si niega los visados por causas diferentes a las legalmente tasadas. El Tribunal acepta los criterios del Servicio y procede a declarar la existencia de una práctica restrictiva de la competencia, prohibida por el artículo 6.2 de la LDC, intimando al COAVN al cese de tal conducta en lo sucesivo e imponiéndole una multa de un millón de pesetas.
Resolución (Expte. 446/98, Arquitectos de Madrid) 
Resolución que confronta los intereses del COLEGIO OFICIAL DE ARQUITECTOS DE MADRID (COAM) con los de la SOCIEDAD FELIZ EDAD. 
Los hechos enjuiciados hacen referencia a la denegación de autorización para la realización de las actividades propias de la profesión de arquitecto. El COAM planteó dos cuestiones previas al análisis del fondo: la inaplicación de la LDC al Colegio por no tratarse éste de empresa mercantil y la incompetencia del Tribunal de Defensa de la Competencia para el conocimiento de los hechos objeto de denuncia. Ambos motivos fueron refutados por el Tribunal al entender que la LDC es una Ley de ámbito general y que en el supuesto de que los Colegios Profesionales defiendan intereses privados actúan como cualquier otra asociación empresarial. Desde el punto de vista del fondo, las conductas analizadas son, por un lado, la negativa de visado hasta que se depositen o afiancen las cantidades reclamadas por un arquitecto contratado anteriormente por la actora y, por otro lado, fijar de forma directa el presupuesto, dictando incluso el precio por metro cuadrado e invalidando así el presupuesto libremente acordado. El Tribunal identifica el mercado relevante como el de servicios profesionales de los arquitectos, el mercado de producto como el de concesión de visados y el mercado geográfico, el de la zona de influencia del Colegio y concluye responsabilizando al COAM de llevar a cabo una práctica restrictiva de la competencia a la luz del artículo 6.1 de la LDC. 32/108

Resolución (Expte. 445/98, Colegio de Ingenieros Técnicos Industriales Burgos) 

Resolución que versa sobre una supuesta práctica prohibida por el artículo 1.1 de la LDC consistente en la fijación de forma directa por el COLEGIO DE INGENIEROS TÉCNICOS INDUSTRIALES DE BURGOS (COITIB) de los precios que deben formar parte de los presupuestos de determinados proyectos de obras e instalaciones, en concreto, de calefacción individual. El COITIB aprobó y distribuyó entre sus colegiados una circular estableciendo un baremo mínimo para los presupuestos de proyectos de instalación de calefacción. El Colegio escuda su actuar en lo dispuesto por el artículo 5º de la Ley 2/1974 (ordenar la actividad profesional de los colegiados) pero el Tribunal, haciendo referencia a su doctrina consolidada en tal cuestión, afirma que el Colegio ha actuado como operador económico y en cuanto tal debe someterse a la LDC. El Tribunal califica la conducta como práctica prohibida por el artículo 1.1 de la LDC, imponiendo al Colegio multa de un millón de pesetas e intimándole para que en lo sucesivo se abstenga de adoptar decisiones semejantes.
Sentencia de 2 de marzo de 2000 

La Audiencia Nacional resuelve desestimar el recurso interpuesto, a instancia del Colegio Oficial de Arquitectos de Madrid, contra la Resolución del Tribunal de 5 de junio de 1997 (Expte. 372/96, Arquitectos Madrid), que declara acreditada la realización de una práctica restrictiva de la competencia prohibida por el artículo 1 LDC, consistente en la fijación por el Colegio de Arquitectos de Madrid del importe del presupuesto de una obra proyectada por un colegiado. La Sala confirma la Resolución y considera que las causas de justificación argumentadas para la fijación del precio al considerarlo un medio de control sobre la obligación de velar por la seguridad y dignidad de las construcciones no son suficientes para enervar los Fundamentos de Derecho en que se sustenta la resolución del Tribunal
Resolución 467 (Expte. 467/99, Arquitectos de Madrid 3) de 18 de julio de 2000 

El Colegio de Arquitectos de Madrid (COAM) acordó estampillar los proyectos sometidos al visado del Colegio cuyo presupuesto fuera notoriamente inferior al resultante de la aplicación, en cada caso, de los “Costes de referencia de la edificación” elaborados por la Dirección General de Arquitectura y Vivienda de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la Comunidad de Madrid. La estampilla contenía el siguiente texto: “el presupuesto no es congruente con las obras a que se refiere el presente trabajo profesional, por aplicación de los [citados] costes de referencia”. Dicha práctica no se encuentra entre las atribuciones legales del COAM y es susceptible de restringir la competencia por cuanto puede generar desconfianza al consumidor, lo cual actúa como freno al descenso de los presupuestos. Se sanciona al COAM con una multa de 25 millones de pesetas. 

Sentencia de 31 de octubre de 2001 

Se desestima el recurso interpuesto por el Colegio Oficial de Arquitectos de Asturias contra la Resolución del TDC de 8 de mayo de 1998 en el Expte. 390/96, Arquitectos Asturias, que declaraba que el recurrente había realizado una práctica prohibida, consistente en la publicación de un cuadro de precios de referencia y determinación de honorarios, en el que se establecían los criterios para calcular el presupuesto correspondiente a una edificación concreta, incluyendo un módulo establecido por el Colegio y siendo necesario para obtener el visado que el presupuesto del proyecto se ajustase a la aplicación de los módulos. Rechazada la caducidad del expediente, entiende la Sala que la conducta sancionada no se encuentra dentro de la esfera competencial administrativa del Colegio Profesional (artículo 1 Ley 2/1974), siendo posible aplicar la LDC al actuar éste como un ente privado. En concreto, considera que nos hallamos ante una distorsión en el libre juego de la oferta y de la demanda y, por tanto, ante una de las limitaciones en el ejercicio de la libre competencia que contempla el artículo 1.1 LDC.
Sentencia de 28 de enero de 2002 

Se desestima el recurso interpuesto por el Colegio Oficial de Arquitectos de Canarias contra la Resolución del TDC de 31 de marzo de 1998 en el Expte. 403/97, Arquitectos Canarias, que declaraba que el ahora recurrente había realizado una práctica prohibida, al publicar y distribuir entre sus colegiados un cuadro de precios de referencia y determinación de honorarios, en el que se establecían los criterios para calcular el presupuesto correspondiente a una edificación concreta. Tras manifestar que no es de aplicación la Ley 30/92 porque nos encontramos ante una Ley especial con procedimiento propio, entiende la Sala que la conducta sancionada no se encuentra dentro de la esfera competencial administrativa del Colegio Profesional (artículo 1 Ley 2/1974), siendo posible aplicar la LDC al actuar éste como un ente privado. En concreto, considera que nos hallamos ante una distorsión en el libre juego de la oferta y de la demanda y, por tanto, ante una de las limitaciones en el ejercicio de la libre competencia que contempla el artículo 1.1 LDC. 
Sentencia de 21 de junio de 2002 

El Colegio Oficial de Arquitectos de Madrid recurre la Resolución del TDC de 19 de noviembre de 1999 en el Expte. 446/98, Arquitectos Madrid, que multaba al recurrente por la realización de una práctica restrictiva de la competencia prohibida por el artículo 6.1 LDC, consistente en la negativa del visado a un encargo profesional en tanto no se afianzara el pago de los honorarios discutidos con un profesional anterior y se ajustara el valor por metro cuadrado del proyecto de obra al resultante de aplicar los módulos colegiales, condicionando el visado a la aceptación del criterio impuesto por el propio Colegio. Entiende la Sala que la conducta sancionada no se encuentra dentro de la esfera competencial administrativa del Colegio Profesional (artículo 1 Ley 2/1974), siendo posible aplicar la LDC al actuar éste como un ente privado. Asimismo, se considera que la previsión del artículo 2 LDC no es aplicable cuando, como es el caso, se trata de conductas constitutivas de una infracción del artículo 6 LDC. No obstante, la Sala no comparte el criterio del Tribunal respecto al importe de la sanción y decide, por este motivo, estimar en parte el recurso, reduciendo la multa impuesta; confirmando el resto de la Resolución recurrida. 
